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Presentación de Informe sobre “Buenas Prácticas Institucionales”

PRIMERO: Se entiende por “Buenas Prácticas Institucionales” aquellas que, sin venir tasadas o regladas a través de distintos instrumentos jurídicos, resultan razonablemente exigibles por la propia naturaleza de las cosas, con el fin de ofrecer una actuación responsable, diligente y respetuosa con los derechos de los ciudadanos, de cuya tutela y garantía responden los Defensores del Pueblo en el marco de sus competencias.

Su calificación como “Buena Práctica” obedece al resultado de un conjunto coherente de acciones realizadas a través de una secuencia lógica de estrategias combinadas con una metodología basada en la comunicación interpartes, en la coordinación y en la atención directa a los ciudadanos.

SEGUNDO: Para identificar una “Buena Practica Institucional ó Experiencia Exitosa de Gestión” se deben cumplir con los siguientes requisitos:

•
La oficina del Ombudsman del país debe ser el articulador, promotor, gestor o facilitador de la buena práctica.

•
La buena práctica institucional debe corresponder a una experiencia exitosa ya realizada; por ello, ninguna propuesta deberá concernir a un proyecto por emprender o inacabado.

•
No debe describirse una experiencia única, sino exitosa en términos de procedimiento, procesos, comunicación, promoción, protección y garantía de derechos , etc.

•
Debe significar un impacto real y sustantivo en los resultados alcanzados.

•
Debe ser sostenible institucionalmente, con potencialidad para convertirse en una práctica cotidiana.

•
Debe contar con la posibilidad de ser replicada en otra institución miembro de la FIO.

TERCERO: Descripción de la “Buena Práctica Institucional”.

1.
Es esencial una labor de mediación del Defensor del Pueblo entre la Administración y la sociedad civil para la identificación de los principales nudos críticos en la protección de las personas migrantes, personas en situación de trata de personas y personas en situación de tráfico.

2.
Identificación de buenas prácticas: Todas aquellas tendentes a activar los mecanismos y recursos necesarios disponibles con la finalidad de mejorar la capacidad de respuesta de las instancias competentes en la erradicación de conductas administrativas irregulares o incursas en mala administración.

3.
Propuesta de mejoras en procedimientos administrativos y   ejecución de las mismas una vez aceptadas por parte de la autoridad competente.

4.
Seguimiento de las recomendaciones formuladas y análisis de su impacto: Las resoluciones del Defensor del Pueblo una vez que son aceptadas, deben ofrecer un seguimiento en la medida en que se compruebe que se han llevado a cabo las modificaciones o cambios normativos propuestos, reforzando los criterios de calidad en el funcionamiento de los servicios públicos y, en definitiva, garantizando una mejor defensa de los derechos  fundamentales de los extranjeros.

5.
Mediación para la coordinación entre distintas administraciones con competencias en materia de extranjería:  La mediación -inserta en la propia naturaleza y funcionamiento del Defensor del Pueblo- es un instrumento idóneo en la prevención o resolución de conflictos, dado que ayuda a comprender el conflicto por todas las partes implicadas a través de un diálogo transformador y concepción positiva del problema.


CUARTO: Acciones dirigidas a garantizar una buena práctica por parte de las Defensorías del Pueblo.

 Con carácter general y extensible a cualquiera de las materias relacionadas con los problemas migratorios, trata y tráfico de personas, una “Buena Práctica Institucional” debe pasar por una cadena de secuencias y estrategias  hasta alcanzar un resultado positivo que se deriva de las siguientes acciones o parámetros de investigación:
1.- Metodología de investigación que se sugiere en este ámbito  
Incorporar el testimonio de las personas migrantes, personas en situación de trata y personas en situación de tráfico, como fuente primaria de las investigaciones o informes que se realizan.

En la elaboración de informes monográficos de esta naturaleza se debe tener en cuenta en primer lugar, el contenido de las quejas recibidas, ya sea, a instancia de parte o por organizaciones no gubernamentales que trabajan con las víctimas, pero también por el conocimiento directo de la situación obtenido a través de las visitas que, de manera periódica y, en el caso del Defensor del Pueblo español, realiza el personal a los Centros de Internamiento de Extranjeros, a los Centros de Estancia Temporal de los Inmigrantes, o a las Oficinas de Extranjería.

Se trata de entrar en contacto con los ciudadanos y también con los organismos administrativos responsables para determinar lo que está sucediendo, comprobar si el procedimiento de que se trata es conforme al ordenamiento, y si la medida adoptada resulta proporcionada, al objeto de garantizar el respeto de las personas víctimas de trata que sufren una grave vulneración de los derechos humanos.
Por ello, es prioritario realizar una entrevista  de forma reservada con las personas implicadas. Este modo de acercarse a la realidad cotidiana es consustancial al principio de inmediación entendido como un instrumento insustituible para entender de forma directa y personal qué ocurre realmente.

Con la inmediación se adquiere una «perspectiva dinámica de los problemas», de manera que resulte posible deducir los patrones generales y las fracturas en la coherencia global de los sistemas de gestión que sería muy arriesgado aventurar sobre la base de quejas individuales.

Con toda esta labor de investigación, además de atender a la situación de los directamente interesados, se trata también de detectar «zonas de penumbra», es decir problemas para que los derechos y garantías que, sobre el papel deben funcionar armónicamente, desplieguen toda su eficacia protectora.

2.- Acción: 
Desarrollar investigaciones o informes que permitan visibilizar las vivencias de las personas migrantes, personas en situación de trata de personas y personas en situación de tráfico y sus necesidades de atención integral y protección de su vida, integridad y libertad personal. Los informes constituyen además, un mecanismo de protección y promoción de derechos humanos, en la medida que, a través de los mismos, se puede emitir observaciones y recomendaciones orientadas a garantizar y proteger derechos.
Para lograr un resultado que refleje “Buena Práctica Institucional”, todo informe debe centrarse en un análisis de la realidad, dando  voz a todas las entidades y organismos que trabajan en este ámbito.

Junto a ello, a través de diversos casos reales, se ponen de manifiesto las carencias detectadas en el tratamiento de las víctimas y las posibles vías para su protección. 
3.- Metodología en la actuación:
Lograr un acercamiento con las personas migrantes, personas en situación de trata y personas en situación de tráfico, mediante una actuación de campo y la identificación de las organizaciones de la sociedad civil que trabajan con ellas, con el fin de realizar entrevistas técnicas y especializadas que permitan extraer información de sus vivencias a partir de la experiencia de esas organizaciones. Todo ello, como se ha indicado, sin descuidar el contacto diario y cercano con los ciudadanos y con la sociedad civil.

4.- Recomendaciones: 
La función de la Recomendación está dirigida a depurar el ordenamiento jurídico y a establecer unas pautas para evitar que se reproduzcan en el futuro las situaciones que han dado lugar a actuaciones ilegales o provocado situaciones injustas para los ciudadanos. Se trata de  mejorar, crear e implementar las acciones necesarias para garantizar la atención y protección de las personas migrantes, personas en situación de trata y personas en situación de tráfico, por parte de las instancias estatales responsables en esta materia, así como el acceso a la justicia.

5.- Seguimiento de las recomendaciones:
Las Defensorías como las Instituciones Nacionales de Derechos humanos tiene entre sus facultades el presentar a título consultivo, recomendaciones informes sobre todas las cuestiones relativas a la protección y promoción de derechos humanos. La mera formulación de estas resoluciones y su traslado a los distintos organismos de la Administración con competencias en la materia no bastan para resolver el problema. La aceptación por parte de la Administración de  este tipo de resolución es un paso importante, pero el seguimiento eficaz es el que se traduce en valorar su grado de cumplimiento o ejecución, lo que conlleva la necesidad de reunirse con dichas autoridades,  realizando visitas para poder conocer las dificultades que puedan presentarse para el fiel cumplimiento de las propuestas contenidas en dichas recomendaciones, removiendo los obstáculos que impidan o dificulten su plena efectividad.

En Madrid, 28 de agosto de 2014


